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León, Guanajuato, a 11 once de marzo del año 2013 dos mil trece. . . . . . .
V i s t o s para resolver los autos del proceso administrativo identificado con el número 476/2012-JN, promovido por el ciudadano Alejandro Hernández Fernández; y,. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- La demanda fue presentada oportunamente dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a la fecha en que le fue notificado al actor el documento determinante impugnado, que fue el día 31 treinta y uno de octubre del año 2012 dos mil doce, tal y como consta en el cuerpo del propio acto impugnado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
TERCERO.- La existencia del acto impugnado se encuentra documentada en autos con la copia al carbón del documento determinante del crédito número 6735182371 118, (seis-siete-tres-cinco-uno-ocho-dos-tres-siete-uno espacio uno-uno-ocho), de fecha 12 doce de octubre del 2012 dos mil doce, por un monto de $20,360.00 (Veinte mil trescientos sesenta pesos 00/100 Moneda Nacional). Documento que, ofrecido y admitido como prueba a la parte actora, obra en el secreto de este juzgado (visible, en copia certificada, a foja 11 once), otorgándosele pleno valor probatorio, conforme lo dispuesto en los artículos 78 
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y 121 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por ser un documento expedido por un servidor público en ejercicio de sus funciones -como lo es la Directora General de Ingresos- y notificado por un Notificador adscrito. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En razón de lo anterior, se tiene por debidamente acreditada la existencia del acto que se combate. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
CUARTO.- Por ser su examen preferente y de orden público, se analiza en principio, si en la especie, se actualiza alguna de las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en los artículos 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa  para el Estado y los Municipios de  Guanajuato, ya que de actualizarse alguna, podría imposibilitar el pronunciamiento por parte de este Órgano Jurisdiccional sobre el fondo de la controversia planteada. . . . . . . . . . . . .
En la especie, en la presente causa administrativa, la autoridad demandada -Dirección de Ejecución-, a través de su titular, hizo valer las causales de improcedencia previstas en las fracciones I y VI del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, argumentando que de lo narrado por el actor y las constancias que agrega, no se desprende la existencia de algún acto que haya emitido, por lo que en consecuencia, no hay afectación a los intereses jurídicos del mismo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Así las cosas, a criterio de quien resuelve, la causal que hace valer el Director de Ejecución, en concreto, es la de inexistencia del acto; causal que sí se configura, en razón de que de las constancias de autos deriva claramente que no existe una declaración unilateral de voluntad que pudiera conllevar a considerarla un acto o resolución administrativa emitida o dictada por la autoridad mencionada; pues es evidente que, como se desprende de su lectura,  el acto impugnado fue emitido única y exclusivamente, por la titular de la Dirección General de Ingresos, sin que se advierta intervención o participación del aludido Director de Ejecución en su elaboración. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Luego entonces, procede sobreseer el presente proceso administrativo respecto de la Dirección General de Ingresos, con sustento en lo establecido en la fracción II del artículo 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa citado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Continuando con el análisis de las causales de improcedencia o sobreseimiento, este Juzgador justiprecia que la Directora General de Ingresos no planteó ninguna, en tanto que de manera oficiosa, no se advierte la actualización de otra que impida el estudio de fondo de la presente causa administrativa, respecto del acto impugnado consistente en la resolución liquidatoria (documento determinante de crédito) del crédito fiscal número 6735182371 118, (seis-siete-tres-cinco-uno-ocho-dos-tres-siete-uno espacio uno-uno-ocho); por lo que en consecuencia es procedente el presente proceso administrativo respecto de ese acto administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
QUINTO.- Este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I del artículo 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en el presente proceso administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . 

De lo expuesto por el actor en su escrito de demanda, así como de las constancias que integran la presente causa administrativa, se establece lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Que con fecha 12 doce de octubre del año 2012 dos mil doce, la Directora General de Ingresos emitió el documento determinante del crédito fiscal número 6735182371 118, (seis-siete-tres-cinco-uno-ocho-dos-tres-siete-uno espacio uno-uno-ocho), por un monto de $20,360.00 (Veinte mil trescientos sesenta pesos 00/100 Moneda Nacional), a cargo del ciudadano Alejandro Hernández Fernández, por concepto del pago de la ejecución de obras públicas realizadas en el frente de su propiedad (inmueble ubicado en Mar Egeo número 322 trescientos veintidós, de la colonia Infonavit Granada de esta ciudad). . . . . . 
Documento determinante del crédito que el actor estima ilegal, al señalar que se encuentra indebidamente fundado y motivado, porque no se cumplen los elementos del artículo 242 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato; que el acto carece de firma autógrafa del funcionario; que no se cumplió el procedimiento de la contribución por la ejecución de obras públicas  establecido en los artículos 236 al 241 de la ley mencionada. . . . . . . . . . . . . . . . . .
A lo expresado por el enjuiciante, la Directora General de Ingresos apuntó que el acto que se impugna se expidió con estricto apego a lo dispuesto por el Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato y con los requisitos previstos en los artículos 229 al 244 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato. . . . . . .
Así las cosas, la “litis” planteada se hace consistir en determinar la legalidad o ilegalidad del documento determinante del crédito fiscal número 6735182371 118, (seis-siete-tres-cinco-uno-ocho-dos-tres-siete-uno espacio uno-uno-ocho), descrito en supralíneas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEXTO.- De los conceptos de impugnación esgrimidos por la parte actora, este Juzgador se avocará al estudio de aquellos que se consideran trascendentales para emitir la presente sentencia y que guardan estrecha relación entre sí, como lo son los marcados como primero y segundo, sin necesidad de transcribirlos en su totalidad, así como tampoco los demás conceptos de impugnación planteados; de acuerdo con el criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la siguiente jurisprudencia: . . . . . . . 
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“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.”SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. No. Registro: 196,477. Jurisprudencia, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. VII, Abril de 1998, Tesis: VI.2o. J/129. Página: 599. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así pues, tanto en el primero como en el segundo conceptos de impugnación, el actor, en esencia, expresó que el documento determinante del crédito impugnado carece de fundamentación y motivación; al no precisar la Directora demandada si su condición de deudor deriva de ser propietario o poseedor del inmueble y, no observar diversos preceptos contenidos en la Ley de Hacienda para los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Por su parte, la Directora General de Ingresos al contestar los señalados conceptos de impugnación, solamente se limitó a aseverar que eran falsos, improcedentes e inoperantes, toda vez que el acto fue expedido en estricta observancia a lo establecido en la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . .  . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . .    

Una vez analizado el acto impugnado, así como las constancias que integran el presente expediente; este Juzgador estima fundados los conceptos de impugnación en estudio, porque si bien es cierto que, por una parte, contrario a lo que manifiesta el actor, dicho acto cuenta con la debida fundamentación ya que contiene los dispositivos legales establecidos en la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, tanto como a las facultades de la autoridad fiscal como respecto de la contribución especial denominada “Contribución por Ejecución de Obras Públicas”; y los artículos del Reglamento Interior de la Administración Pública Municipal de León, Guanajuato, relativos a la competencia de la Dirección General de Ingresos; cierto es también que por otra parte, resulta indebidamente motivado, pues en el mismo no quedó razonada la causa que dio lugar a determinar un crédito fiscal a cargo del justiciable, es decir no se hace la mención clara y completa de los motivos que dieron origen al adeudo, a más de que resulta cierto de que, el acto impugnado  no cuenta con firma autógrafa original de la autoridad emisora. 
En efecto, en el documento determinante de crédito, se observa que sólo se consignó el nombre del actor, sin indicar si es propietario o poseedor del inmueble;  si los 8.00 ocho lineales en relación a la superficie afecta, son metros, centímetros, pulgadas o cualquier otra unidad de medida de longitud, área o volumen; como se determinó el importe liquido; la naturaleza de la obra; la fecha en que se convocó a los contribuyentes; como quedó integrado el comité de contribuyentes y como determinó éste la base de las cuotas correspondientes; si las cuotas fueron aprobadas por mayoría o de forma unánime; la forma en que los contribuyentes realizarían el pago de sus cuotas; así como tampoco se señaló el procedimiento que se siguió y las operaciones aritméticas que se realizaron para determinar la cuantía del crédito fiscal; llevando todo ello a concluir que el documento determinante de crédito impugnado no se encuentra debidamente motivado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por otro lado, también resulta fundado el hecho de que en el documento determinante de crédito, no obra la firma autógrafa en original de la Directora General de Ingresos, ya que si bien es cierto que en el propio documento, se aprecia un signo gráfico sobre el nombre de la señalada Directora, cierto es también que dicho signo consta en copia al carbón y no de manera autógrafa, esto es, que no fue estampado de manera original sobre el propio documento dejado al actor; lo que vulnera sin duda alguna, el requisito formal consistente en que todo acto administrativo debe contener en el texto del documento, la firma autógrafa o electrónica de la autoridad de la que emane, tal y como lo dispone la fracción V del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, toda vez que esa firma no es otra cosa que la manifestación de la voluntad de la autoridad para la emisión del acto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Luego entonces, al no estampar su firma en original, la autoridad que aparece como emisora y, que además se aprecia a simple vista, que se trata de una copia al carbón y que no se plasmó en original en el documento presentado por el actor; se traduce en que existe un vicio en la exteriorización de la voluntad de la Directora demandada, porque ese signo gráfico es el que le otorga certeza y eficacia a los actos de autoridad, ya que constituye la única forma en que puede asegurarse al particular que fue la voluntad de la autoridad emitir dicho acto en los términos a que el mismo se refiere. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Aunado a lo anterior, es sabido conforme a la doctrina jurídica, que todo acto de molestia, como lo es el acto impugnado, precisa de la concurrencia indispensable de tres requisitos mínimos, a saber: 1).- Que se exprese por escrito y contenga la firma original o autógrafa del respectivo funcionario; 2).- Que provenga de autoridad competente; y, 3).- Que en los documentos se exprese, se funde y motive la causa legal del procedimiento; resaltando que la primera de estas exigencias tiene como propósito evidente que pueda haber certeza sobre la existencia del acto de molestia y para que el afectado pueda conocer con precisión de cuál autoridad proviene, así como su contenido y sus consecuencias. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Al caso resultan aplicables, por analogía, las siguientes Jurisprudencias emitidas por los Tribunales del Poder Judicial de la Federación, mismas que establecen: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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"FIRMA AUTOGRAFA DE LA AUTORIDAD RESPONSABLE, SU OMISION IMPIDE OTORGAR VALIDEZ AL ACTO. Una resolución determinante de un crédito fiscal en términos de los artículos 3o. y 4o. del Código Fiscal de la Federación debe constar en un documento público que, en términos del artículo 129 del Código Federal de Procedimientos Civiles, debe estar suscrito por un servidor público competente, lo cual sólo se demuestra por la existencia, entre otros extremos, de la firma autógrafa del signante y la falta de este signo gráfico impide otorgar alguna validez o eficacia al oficio relativo, ya que no es posible afirmarle o asegurarle al gobernado que una cierta resolución proviene de una pretendida autoridad dada la ambigüedad e incertidumbre que conlleva el uso de un sello que cualquier persona puede utilizar y estampar en un oficio, cuando que la seguridad jurídica que tutelan los artículos 14 y 16 constitucionales, impone que se demuestre la identidad del emisor para los efectos de la autoría y la responsabilidad que implica el ejercicio de las facultades que a cada autoridad le corresponden." SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. No. Registro: 224,795. Jurisprudencia. Materia(s): Administrativa. Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Tomo: VI, Segunda Parte-1, Julio a Diciembre de 1990. Tesis: I.6o.A. J/22. Página: 356. Genealogía:. Gaceta número 34, Octubre de 1990, página 75”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
"FIRMA FACSIMILAR. DOCUMENTOS PARA LA NOTIFICACION DE CREDITOS FISCALES. Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido reiteradamente el criterio de que de conformidad con lo dispuesto por los artículos 14 y 16 de la Constitución General de la República, para que un mandamiento de autoridad esté fundado y motivado, debe constar en el documento la firma autógrafa del servidor público que lo expida y no un facsímil, por consiguiente, tratándose de un cobro fiscal, el documento que se entregue al causante para efectos de notificación debe contener la firma autógrafa, ya que ésta es un signo gráfico que da validez a los actos de autoridad, razón por la cual debe estimarse que no es válida la firmafacsimilar que ostente el referido mandamiento de autoridad." Contradicción de tesis. Varios 16/90. Entre las sustentadas por el Primero y Segundo Tribunales Colegiados del Sexto Circuito. 21 de noviembre de 1991. Mayoría de 4 votos. Disidente: Carlos de Silva Nava. Ponente: Fausta Moreno Flores. Secretario: Víctor Hugo Mendoza Sánchez. Registro No. 206419. Localización: . Octava Época. Instancia: Segunda Sala. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. 56, Agosto de 1992. Página: 15. Tesis: 2a./J 2/92 Jurisprudencia Materia(s): Administrativa. . . . 

Así las cosas, al ser fundados los conceptos de impugnación marcados como primero y segundo; por encontrarse indebidamente motivado el documento determinante del crédito fiscal impugnado, y no costar en el expediente del presente proceso que se haya emitido con firma original  autógrafa, el mismo debe declararse nulo de conformidad con lo dispuesto en el artículo 302, fracción II del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; por lo que procede decretar la nulidad total del documento determinante del crédito número 6735182371 118, (seis-siete-tres-cinco-uno-ocho-dos-tres-siete-uno espacio uno-uno-ocho), de fecha 12 doce de octubre del 2012 dos mil doce, por un monto de $20,360.00 (Veinte mil trescientos sesenta pesos 00/100 Moneda Nacional), a cargo del ciudadano Alejandro Hernández Fernández, con motivo de la contribución por la ejecución de obras públicas realizadas respecto del frente del inmueble ubicado en Mar Egeo número 322 trescientos veintidós, de la colonia Infonavit Granada de esta ciudad. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
En apoyo a todo lo antes expuesto, en cuanto a la motivación; se transcribe la tesis de Jurisprudencia siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“FUNDAMENTACION Y MOTIVACION. La debida fundamentación y motivación legal, deben entenderse, por lo primero, la cita del precepto legal aplicable al caso, y por lo segundo, las razones, motivos o circunstancias especiales que llevaron a la autoridad a concluir que el caso particular encuadra en el supuesto previsto por la norma legal invocada como fundamento." No. de Registro: 203,143. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Novena Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo: III, Marzo de 1996. Tesis: VI. 2o. J/43. Página: 769. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Asimismo, el criterio que sostiene, el cual se hace propio, la Primera Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, contenida en la página 119, de la publicación intitulada “Criterios 2000-2008” del referido Tribunal, la cual es del tenor siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“INDEBIDA FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN.- PROCEDE DECRETAR LA NULIDAD LISA Y LLANA.- La ausencia de fundamentación y motivación deriva en el decretamiento de una nulidad para el efecto de que se emita otro acto debidamente fundado y motivado. Por su parte la indebida satisfacción de estos extremos, conduce a decretar una nulidad lisa y llana, ya que aquí el particular no requiere conocer los fundamentos y motivos de la afectación, sino que es sabedor de que los aplicados en el acto en concreto no son los adecuados.” (Exp. 4.509/02. Sentencia de fecha 09 nueve de mayo de 2003. Actor: Martha Isabel Espriu Manrique).. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SÉPTIMO.-En virtud de que los conceptos de impugnación analizados resultaron fundados y son suficientes para declarar la ilegalidad y en consecuencia la nulidad total del acto impugnado; resulta innecesario el estudio de los argumentos esgrimidos por el actor en los restantes conceptos de impugnación, ya que ello no afectaría el sentido de esta resolución. . . . . . . . . . . .    

Sirve de apoyo a lo anterior la tesis de jurisprudencia que a la letra señala: 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO. Si al considerarse fundado un concepto de violación ello trae como consecuencia la concesión del amparo, es innecesario analizar los restantes, ya que cualquiera que fuera el resultado de ese estudio, en nada variaría el sentido de la sentencia.” Segundo Tribunal Colegiado Del Quinto Circuito. No. Registro: 223,103. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. 
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Fuente: Semanario Judicial de la Federación. I, Abril de 1991. Tesis: V.2o. J/7. Página: 86. Genealogía:  Gaceta número 40, Abril de 1991, página 125. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo expuesto, y con fundamento además en lo dispuesto en los artículos 249, 261, fracción VI, 262, fracción II, 287, 298, 299, 300, fracciones II, y 302, fracción II del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se. . . . . . . . . . . . . . . . . .
R E S U E L V E :

PRIMERO.- Este Juzgado Segundo Administrativo Municipal resultó competente para conocer y resolver del presente proceso administrativo. . . . . . . 

SEGUNDO.-Se sobresee el presente proceso, respecto de la autoridad demandada Dirección de Ejecución; en base a las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el Considerando Cuarto de la presente sentencia. . . . . . . 

TERCERO.-Resultó procedente el proceso administrativo interpuesto en contra del acto emitido por la Directora General de Ingresos de la Tesorería Municipal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Se decreta la nulidad total del documento determinante del crédito número 6735182371 118, (seis-siete-tres-cinco-uno-ocho-dos-tres-siete-uno espacio uno-uno-ocho), de fecha 12 doce de octubre del 2012 dos mil doce, por un monto de $20,360.00 (Veinte mil trescientos sesenta pesos 00/100 Moneda Nacional), emitido por la Directora General de Ingresos y a cargo del ciudadano Alejandro Hernández Fernández, con motivo de la contribución por la ejecución de obras públicas respecto del frente del inmueble ubicado en Mar Egeo número 322 trescientos veintidós, de la colonia Infonavit Granada de esta ciudad, lo anterior en base a las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el Considerando Sexto de esta resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  


En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . . 
Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

